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	REPÚBLICA DE CUBA

Misión Permanente ante la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra y los Organismos Internacionales con sede en Suiza




Nota No. 549/2014
La Misión Permanente de la República de Cuba ante la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra y los Organismos Internacionales con sede en Suiza saluda atentamente a la Oficina de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos y,  en relación con la solicitud de información de fecha 27 de junio de 2014, se complace en remitir comentarios del Gobierno de la República de Cuba respecto al párrafo 21 de la resolución 25/20 del Consejo de Derechos Humanos sobre el derecho de las personas con discapacidad a la educación. 

Para el Estado cubano es esencial la atención de las personas con discapacidad por lo que ha implementado una estrategia de desarrollo fundada en los principios de libertad, equidad, justicia social e inclusión. Su objetivo ha sido colocar en el centro de atención al ser humano, potenciando su desarrollo integral y auto-realización. También se ha sustentado en la concepción  de las personas con discapacidad, como sujetos de derechos inviolables con determinadas limitaciones en sus capacidades. 

Esta estrategia de desarrollo está articulada a partir de un enfoque tridimensional: médico-profiláctico, educacional y socio-jurídico y tiene como objetivo propiciar una apropiada rehabilitación física, el aprendizaje y desarrollo de sus potencialidades y la inserción social en todas sus aristas. 

La Constitución de la República de Cuba de 1976 establece un marco jurídico inclusivo, aplicable para todos los ciudadanos del país sin distinción o discriminación. En el artículo 43 se consagran los derechos de los ciudadanos, a saber:

· disfrutar de la enseñanza en todas las instituciones docentes del país, desde la escuela primaria hasta las universidades, que son las mismas para todos; 

· recibir asistencia en todas las instituciones de salud; 

· vivir en cualquier sector, zona o barrio de las ciudades; 

· ser atendidos en todos los establecimientos de servicio público; 

· usar, sin separaciones, los transportes marítimos, ferroviarios, aéreos y automotores; 
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· disfrutar de los mismos balnearios, playas, parques, círculos sociales y demás centros de cultura, deportes, recreación y descanso.

Aunque Cuba no tiene una ley específica referida a las personas con discapacidad, existen leyes, decretos leyes y disposiciones para la protección a estas personas que se encuentran contenidas en los diferentes cuerpos legales, como son: el Código de la Niñez y la Juventud, el Código de Familia, el Código Civil, el Código de Trabajo y el Código Penal. 

Según el Acuerdo 7335 del Consejo de Ministros, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, tiene entre sus funciones específicas proponer, coordinar y controlar la política para la atención integral a las personas con discapacidad. 

Asimismo, existen tres asociaciones cubanas con carácter no gubernamental que constituyen un eslabón esencial en la defensa, orientación, promoción, respeto y ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad, tanto hacia su membresía como hacia la sociedad en general. Estas son: la Asociación Cubana de Limitados Físico-Motores (ACLIFIM), la Asociación Nacional de Ciegos y Débiles Visuales (ANCI) y la Asociación Nacional de Sordos de Cuba (ANSOC).  Dichas organizaciones propician a las personas con discapacidad un marco para la participación en la vida política, social y económica del país con plena libertad.

En Cuba, la atención a las personas con discapacidad se dirige hacia cinco cuestiones medulares: prevención, evaluación, intervención y rehabilitación, la integración en la sociedad en toda su dimensión (educativa, comunitaria, política, económica, social) así como, la accesibilidad extendida a los servicios, las comunicaciones y el transporte. 

La accesibilidad se ha concebido como un proceso paralelo a la toma de conciencia con respecto a la discapacidad. Ello ha evolucionado desde concebirla como la eliminación de barreras y obstáculos en el entorno físico hasta el más amplio concepto de facilitador de productos, entornos y servicios.

La accesibilidad es un área de intervención incluida en el Plan de Acción Nacional con reflejo en los planes territoriales, para la atención a las personas con discapacidad. En este plan se regula un proceso de chequeo y perfeccionamiento semestral en correspondencia con las nuevas coyunturas y realidades para facilitar el uso y disfrute del espacio público a las personas con discapacidad.

En Cuba se encuentra vigente la Norma Técnica, NC 391 “Accesibilidad y utilización del entorno construido por las personas”, la cual establece los requisitos de diseño y construcción para permitir la accesibilidad a las personas con discapacidad tanto a los espacios físicos como a los servicios. Esta es una norma de aplicación obligatoria en los proyectos que se elaboran y ejecutan en todo el país. 

Asimismo, se mantiene un proceso sistemático de actualización en correspondencia  con las normativas internacionales de la ISO.  

Con relación a la accesibilidad a la transportación pública, el Ministerio de Transporte (MITRANS) ha implementado regulaciones y disposiciones técnicas para facilitar el acceso y comunicación de las personas con discapacidad, a los diferentes servicios dígase, terrestre, marítimo y aéreo. 

Estas adecuaciones parten de una evaluación integral de las condiciones estructurales del transporte, lo cual conduce a la elaboración e implementación de un Plan de Medidas individuales, según corresponda a cada área de atención por organismos. 

Por otra parte, el Instituto Nacional de la Vivienda tiene definido en su Programa Nacional,  las  prioridades para  la construcción y rehabilitación de las viviendas. Este plan incluye medidas como el otorgamiento de subsidios por el Estado y la asignación de nuevas viviendas. Las acciones están encaminadas a erradicar condiciones precarias de habitabilidad y se brinda una atención preferencial a familias con menores de edad, personas con discapacidad, ancianos, etc. 

En las cuestiones relacionadas con la accesibilidad en cuanto a las comunicaciones se han desarrollado estrategias como:

· La instalación de Teléfonos Diseñados para Sordos e Hipoacústicos ubicados en lugares de interés de este segmento poblacional.

· La implementación del servicio de Bonificación de Minutos del Servicio Telefónico para las personas con discapacidad auditiva que poseen teléfonos en sus domicilios de residencia.
 
· La ubicación de cabinas telefónicas públicas con altura de acceso para personas con discapacidad para lo cual existe un plan de instalación que prioriza aquellos lugares de interés público.
 
· La instalación del servicio de acceso a Internet y correo electrónico a las organizaciones que atienden a personas con discapacidad en los territorios.
 

· La implementación del sistema de Closed Caption
 en la TV pública nacional.

· La implementación del programa Cecograma, concebido para facilitar la comunicación de las personas débiles visuales a través del correo postal.

Durante el año 2013, en la evaluación efectuada a los proyectos terminados, se encontró que el  92 % de los diseños revisados cumplen con los requisitos exigidos por la norma  anteriormente mencionada.

En paralelo, y como parte de la estrategia integral de accesibilidad, se han desarrollado campañas nacionales para la divulgación de las regulaciones en esta materia, el desarrollo de cursos en las universidades, capacitación para inversionistas, proyectistas y ejecutores así como, eventos técnicos en general. 

Sin embargo, y a pesar de los esfuerzos que se despliegan en el país en esta tarea, consideramos que la garantía de accesibilidad en todos los espacios públicos es todavía un tema no resuelto, a partir de que requiere una inversión importante en lo ya construido.  En tal sentido,  la movilización de recursos financieros y la disponibilidad de fondos constituye el principal obstáculo al que se enfrentan las instituciones nacionales, fundamentalmente por las barreras y limitaciones que trae consigo el impacto del bloqueo económico, comercial y financiero impuesto por el Gobierno de Estados Unidos contra Cuba.

Con relación al derecho a la vida, a la libertad e inviolabilidad de las personas y a su integración personal, ello queda explícitamente reconocido en el Capítulo VII de la Constitución de la República de Cuba. 

En Cuba no existen prácticas de privación arbitraria de la vida a ninguna persona y se encuentra recogido en el Código Penal cubano un régimen de sanciones para la comisión de delitos que violen el derecho a la vida de otras personas. 

Con relación a la tutela de las personas con discapacidad, el artículo 149 del Código de Familia establece los requisitos
 que los tutores están obligados a cumplir para ejercer esta función. Asimismo, se regulan sus obligaciones en el ejercicio de la tutela
 y se reconoce como premisa fundamental que las funciones tutelares deben ejercerse en beneficio del tutelado. 

Como parte del proceso, el tutor está obligado a informar y rendir cuenta de su gestión al Tribunal por lo menos una vez al año, cuando le sea señalado y/o cuantas veces se disponga por el Órgano Jurisdiccional.  Además, se establece, en el  artículo 159 del Código de Familia, la remoción de la tutela, en caso de que no se reúnan los requisitos fijados para su designación y/o incumpliere las obligaciones que le vienen impuestas.

En relación con la libertad y seguridad de las personas con discapacidad está reconocido constitucionalmente que nadie puede ser detenido sino en los casos y con las formalidades que las leyes prescriben, Asimismo,  la discapacidad no constituye un motivo para la aplicación de ningún tipo de sanción. En consecuencia, la privación de libertad de una persona, incluidas las personas con discapacidad, solo puede disponerse por las autoridades facultadas y mediante los procedimientos establecidos en la ley. 

Las personas con discapacidad que cumplen sanción penal en los centros penitenciarios son asistidas por trabajadores sociales de manera individual y especializada. Aquellos sancionados a privación de libertad que presenten alguna discapacidad, que los hacen incompatibles con el régimen penitenciario, pueden ser autorizados a cumplir la sanción penal fuera de los establecimientos. Todos estos servicios de atención individualizada y específica por discapacidad son subsidiados por el Estado cubano, como garantía y responsabilidad con los sectores vulnerables de la sociedad.

No obstante el papel del gobierno, todos los sectores de la sociedad desarrollan, de manera conjunta, acciones para garantizar el respeto y protección de la integridad personal de los ciudadanos, incluidos las personas con discapacidad.

La  Fiscalía General de la República (FGR)  es la institución encargada de atender las reclamaciones de todos los ciudadanos sobre presuntas violaciones de sus derechos, libertades y seguridad personal. 

Con relación a la atención médica y rehabilitación las personas con discapacidad, estas tienen derecho a que se respete el principio del consentimiento pleno e informado sobre los tratamientos que reciben, así como su intimidad y la confidencialidad de la información. Además, la persona con discapacidad o su tutor legal, en caso de ser necesario, posee la capacidad de decidir el tipo de soporte de apoyo para su discapacidad, exigir su derecho a ser informados y asesorados sobre los beneficios y desventajas de los diferentes procedimientos médicos lo cual incluye los tratamientos de fertilidad, la atención durante y post embarazo, entre otros.

El Sistema de Seguridad Social y la protección mediante la Asistencia Social a los ciudadanos que no se encuentren aptos para trabajar o carezcan de familiares en condiciones de prestarle ayuda se regula en los Artículos 47 y 48 de la Carta Magna.

Hasta el 2013, recibieron protección especial adicional por parte de la seguridad social 4200 madres de hijos con discapacidad severa, lo que ha permitido que éstas se ocupen personal y exclusivamente del cuidado y atención de sus hijos, siendo considerada esta atención como actividad social remunerada.

Asimismo, las personas con discapacidad que viven solas pueden beneficiarse del servicio de Asistente Social a Domicilio (ASD) que proporciona atenciones y cuidados básicos de carácter personal, doméstico y social que se dispensan en el domicilio del beneficiario y procura otros apoyos complementarios. La atención que se brinda en este sentido, así como el equipamiento y necesidades específicas son financiados por el Estado en su totalidad. 

Al cierre de 2013 han sido protegidas por la Asistencia Social, 39 582 personas con discapacidad para lo cual el Estado ha destinado $262. 955. 090. 

La Misión Permanente de Cuba aprovecha la ocasión para reiterar a la Oficina de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos el testimonio de su consideración.


Ginebra,  31 de julio de 2014
� Al cierre del 2013 existían 93 equipos distribuidos en todas las provincias del país.


� Al cierre del 2013 existían 10 233 usuarios.


� Al cierre del 2013 existían 1 062 equipos instalados.


� Al cierre del 2013 existían 48 servicios distribuidos entre la ACLIFIM, ANCI y ANSOC.


� Subtitulaje de diversos programas televisivos para las personas sordas.


� Este sistema se basa en la utilización del sistema braille.


� Estos incluyen: ser mayor de edad y estar en el pleno goce de los derechos civiles y políticos, no tener antecedentes penales, gozar de buen concepto público, ser ciudadano cubano y no tener intereses antagónicos con los de la persona con discapacidad.


� Cuidar de los alimentos del tutelado y de su educación si fuere menor, procurar que la persona adquiera o recupere su capacidad, hacer inventario de sus bienes y presentarlo al tribunal en el término que este fije, administrar diligentemente su patrimonio y solicitar oportunamente al tribunal autorización para los actos necesarios que no pueda realizar sin ella.





